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PROPUESTA: COMPATIBILIZACIÓN DEL SISTEMA COMUNITARIO Y JUDICIAL PARA FORTALECER LA PARTICIPACION POLITICA DE LAS MUJERES CAMPESINAS E INDIGENAS
Elaborado Por: María Eugenia Rojas Valverde

ANTECEDENTES 
Sin duda alguna la situación de discriminación y falta de oportunidades de las mujeres es mucho más visible con las campesinas, indígenas y originarias.  Es preocupante su escaso grado de participación en los niveles de poder y toma de desiciones, pero mucho más los casi 200 casos de violencia y acoso político denunciados.
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A partir del año 2000 la Asociación de Concejalas de Bolivia ACOBOL, a raíz de denuncias de acciones violentas y de acoso político, en contra de las autoridades elegidas para un cargo público, como Concejalas y Alcaldesas, víctimas del mal uso y/o abuso  de sus costumbres y en último caso de la justicia comunitaria, que ha impedido y restringido el pleno ejercicio de sus derechos políticos.  Estos hechos han derivado en la promulgación del proyecto de Ley contra el acoso y violencia política en razón de género que pretende proteger de forma EFECTIVA a todas las autoridades mujeres electas ante cualquier tipo de excesos, discriminación o agresión contra sus derechos humanos,  políticos y ciudadanos en el ejercicio de su mandato. 
Sin embargo este reconocimiento forzado de la justicia comunitaria ejercido a través de la violencia y acoso político contra mujeres autoridades que en la mayoría de los casos (en un 99%) provienen del area rural e indígena, refuerza prácticas patriarcales, machistas y ancestrales de las comunidades rurales e indígenas de Bolivia.  

Presisamente, en momentos en los cuales se trata la configuración del estado social y democrático de derecho con el pleno reconocimiento de los pueblos originarios con sus diferentes manifestaciones regulatorias en sus relaciones sociales y una de ellas, la justicia comunitaria como expresión que define los referentes y mecanismos de tratamiento de conflictos que desarrollan las comunidades para resolver controversias que surgen entre sus miembros
, la ACOBOL con el apoyo de la mesa de Justicia Comunitaria pretende realizar una estudio/aproximacion para analizar la problemática, definir competencias, lograr una compatibilización y/o mejor comprensión del manejo (de respuesta) de conflictos/negociación entre los sistemas comunitario y estatales-jurídico para garantizar y fortalecer la participación política de las mujeres campesinas e indígenas-originarias.   
Se trata entonces de encontrar mecanismos, que dentro, del estado de derecho y la justicia comunitaria permitan la inclusión, el respeto y la valoración a mujeres autoridades electas, fortaleciendo la idea de estado como comunidad política basada en la preponderancia de normas universales que armonicen con usos y costumbres en ámbitos delimitados y no contrapuestos.  El desafío es lograr la congruencia entre la dimensión local-municipal, donde se tiene mayor incidencia de usos y costumbres y la dimensión nacional-estatal-municipal, donde prevalecen las normas legales positivas, para que la diversidad étnico-cultural se manifieste en el sistema de representación político y social en armonía, en equidad (chacha-warmi) y justicia para todas (os).
Por tanto son sus usos y costumbres, sus derechos culturales de las comunidades la mejor o mayor expresión de justicia que la legal-municipal establecida por el gobieno nacional-estatal????
Estas normas políticas y sociales comunitarias pre-establecidas como mecanismos propios que definen sus comportamientos y actitudes de sus pobladores, que experimentan otras realidades, otras formas de vida y de resolución de sus conflictos, comunidades muchas veces lejanas, con diversas formas de negociación-solución de controversias, aplicando su propio sistema normativo-comunitario violento o no hacia las mujeres, es debido a la ausencia del estado, a su irreverencia (desconocimiento-violación de normas legales), apego a sus costumbres o es debido a que se sienten excluidos del estado????
Entre sus constumbres habituales, cotidianas de resolución de conflictos se ha centrado historicamente en el ámbito privado-doméstico y político-comunal, donde estos están  estructurados, reconocidos, legitimizados, institucionalizados y definidos por los hombres en desmedro de las mujeres, para afrontar en general todo tipo de problemas comunitarios.  Sin embargo en el ámbito político-municipal, la resolución de conflictos basados en problemas de (relaciones y ejercicio) poder, de género y política entre hombres y mujeres del gobierno municipal no está del todo definidos.  Por tanto justifica y satisface su falta de experiencia político-social, desconocimiento, falta de aceptación y valoración del género en este ámbito relativamente nuevo para los comunarios en el manejo y ejercicio del poder y del liderazgo campesino e indígena, en sanciones basadas en sus usos y costumbres que dañan la integridad de las autoridades femeninas electas o más bien reafirman su dominio y poder sobre mujeres políticas desprotegidas en ambos sistemas?????
JUSTIFICACIÓN
En los últimos años la participación y representación política de las mujeres campesinas e indígenas que ejercen la función pública ha sido obstaculizada por acciones o conductas violentas de personas y otros funcionarios públicos del area rural que intentan impedir el desempeño de sus funciones en todos los ámbitos: nacional, departamental y especialmente en el nivel municipal. Durante el último quinquenio la Asociación de Concejalas de Bolivia recibió denuncias de concejalas por acoso y violencia política, esto sin tomar en cuenta la cantidad de casos que no fueron denunciados que se estima es cuatro veces el número.

Durante los últimos cinco años este tema ha sido tratado por mujeres en ejercicio de la función pública y sociedad civil en: a) encuentros Departamentales con Concejalas de todo el país, b) debates con mujeres diputadas y senadoras, c) eventos con organizaciones de base y ONG´s, d) conformación del comité impulsor de los derechos políticos de las mujeres, etc. 

Entre los problemas detectados se encuentran: 

a) La legislación vigente no contempla un catalogo específico de derechos políticos de las mujeres, 

b) No existe una definición jurídica del acoso y la violencia en razón de género, 

c) Las conductas de acoso y violencia contra mujeres que ejercen cargos públicos no se encuentran tipificadas como infracciones y/o delitos en las normas que regulan la función publica a nivel municipal, prefectural o nacional, 

d) La normativa vigente en esos ámbitos no prevé mecanismos e instancias específicos para la denuncia y tratamiento de casos de acoso o violencia en razón de género, 

e) No existen instancias públicas que realicen un monitoreo o seguimiento de estos casos.

f) No existen tampoco instancias públicas que verifiquen y registren los casos,
g) A pesar que la mayor parte de las conductas de acoso y violencia son tipificadas como delitos en el Código Penal (con penas mínimas que en la mayor parte de los casos no implica pena privativa de libertad) ninguno de los casos denunciados ha concluido con una sanción para el infractor y/o la restitución de los derechos de la víctima.

Como consecuencia de dicho proceso de deliberación, la futura promulgación de la Ley Contra el Acoso y Violencia Política en Razón de Género responde a la problemática señalada en los siguientes términos: 

1) Reconoce legalmente los derechos políticos de las mujeres electoras, candidatas, funcionarias electas y/o en ejercicio de sus funciones, 

2) define de manera clara y precisa las conductas que constituyen acoso y/o violencia política en razón de género, 

3) establece las conductas de acoso y violencia política como infracciones a la función publica, en todos los niveles, 

4) prevé mecanismos e instancias específicos de denuncia y procesamiento de las mismas, 

5) define que las instituciones publicas son las llamadas a realizar un monitoreo o seguimiento de la problemática, 

6) agrava la pena establecida para los casos de acoso y violencia política en razón de género que constituyan delitos penales.

Es necesario, por las razones mencionadas generar instrumentos, procesos y acciones concretas que protejan los derechos políticos de las mujeres y garanticen una mejor convivencia y relaciones entre hombre y mujeres autoridades que ejercen poder y finalmente definir y compatibilizar la ambigüedad de ambos sistemas socio-políticos que encubren la violencia y acoso político en contra de las mujeres electas.
…

Alcalde censura a concejalas y les pide su renuncia (sanción no contemplada en la Ley de municipalidades pero si entre su actual usos y costumbres)

Mujeres de otras organizaciones apoyan al Alcalde en contra de las concejalas. (no existe solidaridad de género)

ACOBOL defiende los derechos in situ de las concejalas ante el Acalde del municipio
MER. La Paz 27/10/07




























� Extractado de la presentación del seminario de justicia comunitaria del Instituto de la Judicatura de Bolivia.
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